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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 004 DE 2015 CÁMARA

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 171 de la Constitución Polí-
tica quedará así:

Artículo 171. El Senado de la República se elegirá 
en circunscripciones territoriales y circunscripciones 
especiales.

Habrá un senador por cada circunscripción terri-
torial y uno más por cada 700.000 habitantes. Para la 
elección de Senadores, cada departamento y el Distrito 
Capital de Bogotá conformarán una circunscripción te-
rritorial.

Las circunscripciones especiales asegurarán la par-
ticipación en el Senado de la República de las comu-
nidades indígenas y de los colombianos residentes en 
el exterior. Mediante estas circunscripciones se ele-
girán tres (3) senadores distribuidos así: dos (2) por 
la circunscripción especial indígena y uno (1) por la 
circunscripción internacional. En esta última, solo se 
contabilizarán los votos depositados fuera del territorio 
nacional por ciudadanos residentes en el exterior.

Parágrafo 1°. A partir de 2018, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en la 
misma proporción del crecimiento de la población na-
cional, de acuerdo con lo que determine el censo. Le 
corresponderá a la organización electoral ajustar la ci-
fra para la asignación de curules.

Parágrafo transitorio. El Congreso de la Repúbli-
ca reglamentará la circunscripción internacional para 
Senado a más tardar el 16 de diciembre de 2016; de lo 
contrario, lo hará el Gobierno nacional dentro de los 
treinta (30) días siguientes a esa fecha. En dicha regla-

mentación se incluirán, entre otros temas, la inscrip-
ción de candidatos, y la inscripción de ciudadanos ha-
bilitados para votar en el exterior, los mecanismos para 
promover la participación y realización del escrutinio 
de votos a través de los Consulados y Embajadas, y la 

los Senadores elegidos.

Artículo 2°. El artículo 172 de la Constitución Polí-
tica quedará así:

Artículo 172. Para ser elegido senador se requiere 
ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio, 
tener más de treinta años de edad en la fecha de la elec-
ción, haber nacido o ser residente en el respectivo de-
partamento durante dos (2) años anteriores a la fecha de 
la inscripción o durante un periodo mínimo de cuatro 
(4) años consecutivos en cualquier época. El requisito 
de nacimiento o residencia se entenderá cumplido para 
quienes hayan ejercido un cargo de elección popular en 
el respectivo departamento. 

Artículo 3°. El artículo 263 de la Constitución Polí-
tica quedará así: 

Artículo 263. Para todos los procesos de elección 
popular, los Partidos y Movimientos Políticos presen-
tarán listas y candidatos únicos, cuyo número de inte-
grantes no podrá exceder el de curules o cargos a pro-
veer en la respectiva elección.

Para garantizar la equitativa representación de los 
-

tivos de ciudadanos, las curules de las Corporaciones 
Públicas se distribuirán mediante el sistema de cifra re-
partidora entre las listas de candidatos que superen un 
mínimo de votos que no podrá ser inferior al 50% del 
cuociente electoral de los sufragados para Senado de 
la República en la correspondiente circunscripción, o 
al 50% del cuociente electoral en el caso de las demás 
corporaciones, conforme lo establezcan la Constitu-
ción y la ley.
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Cuando ninguna de las listas de aspirantes supere 
el umbral, las curules se distribuirán de acuerdo con 
el sistema de cifra repartidora. La ley reglamentará los 
demás efectos de esta materia.

Las listas para Corporaciones en las circunscripcio-
nes en la que se eligen hasta dos (2) miembros para la 
correspondiente Corporación, podrán estar integradas 
hasta por tres (3) candidatos. En las circunscripciones 
en las que se elige un miembro, la curul se adjudicará 
a la lista mayoritaria. En las circunscripciones en las 
que se eligen dos miembros se aplicará el sistema de 
cuociente electoral entre las listas que superen en votos 
el 30% de dicho cuociente.

Artículo 4°. El presente acto legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. Objeto del proyecto

El proyecto de acto legislativo presentado a consi-
deración del Honorable Congreso de la República bus-

-

esta cámara, de senadores que representen a cada uno 
de los 32 departamentos del país y al Distrito Capital.

II.

La Asamblea Nacional Constituyente de 1991 intro-
dujo importantes reformas al Sistema Político Colom-
biano, con la premisa de garantizar una apertura demo-
crática y una mayor participación de fuerzas políticas 
distintas a las tradicionales1.

Dentro de las reformas realizadas por la Asamblea 
Constituyente, quizás la de mayor impacto en materia 
electoral fue la efectuada al procedimiento para distri-
buir los escaños en el Senado de la República. Bajo 
la Constitución de 1886, el Senado colombiano era 
elegido por un proceso de representación proporcional 
en circunscripciones territoriales (por departamento) 
utilizando la fórmula electoral de cuociente y residuo, 

candidatos elegidos por departamento y un senador 
adicional por cada 200.000 habitantes. Una vez adju-
dicados los escaños, cada cuociente mayor a 100 mil 
votos recibía un senador adicional2.

La Asamblea Constituyente, mediante el artículo 
171 de la carta, cambió este procedimiento y dispuso 
que el Senado estaría integrado por un número de 100 
miembros, elegidos mediante circunscripción nacional, 
y un número adicional de dos senadores elegidos por 
circunscripción especial por comunidades indígenas.

Si bien el propósito fundamental de la creación de 
la circunscripción nacional de Senado era lograr la 
participación en esta célula legislativa de ciudadanos 
con alta representatividad en el territorio nacional, el 
país ha evidenciado tras más de veinte años de imple-
mentación de esta norma, que este propósito no se ha 
materializado. Hoy en día la mayor parte de los Sena-
dores de la República concentran su votación en uno de 
los departamentos del país, y un número importante de 
nuestros departamentos no cuentan con representación 
directa en esta Cámara.

El académico Javier Flórez, mediante un estudio 
que tuvo como objetivo analizar en qué medida el es-
tablecimiento de la circunscripción nacional de Senado 
ha permitido la elección de líderes políticos con repre-
sentatividad nacional, abordó la revisión de cinco pro-
cesos electorales: 1991, 1994, 1998, 2002 y 2006, y 
construyó, a partir de esta información, un índice de 
concentración regional o departamental del voto (î)3.

El índice construido revisa en qué medida las listas 
ganadoras tuvieron su votación concentrada mayorita-
riamente en un solo departamento. Los resultados indi-
caron que para cada uno de los eventos electorales rea-
lizados con anterioridad a la reforma política del año 
2003, en promedio las listas elegidas concentraron más 

1  Nohlen, Dieter, Sistemas Electorales y Representación 
Política en América Latina, en: Sistemas electorales y 
representación política en Latinoamérica, Madrid, Fun-
dación Friedrich Ebert, 1986, páginas 17-18.

2  Robles, Francisco. Fórmulas electorales, proporcionali-

y Venezuela, Papel Político, N° 2, octubre 1995, página 55.
3  Flórez, Javier, 16 años de la circunscripción nacional 

para Senado en Colombia: ¿Dónde está el espacio de 
representación nacional? Revista , Universidad 
del Rosario, 1998. Acceso en: http://revistas.urosario.
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del 60% de sus votos en una sola circunscripción elec-
toral, ya sea en un departamento o en el distrito capital.

-
mental de las listas elegidas (1991-2002)

Fuente: Flórez, Javier, 16 años de la circunscripción 
nacional para Senado en Colombia: ¿Dónde está el espacio 
de representación nacional?, Revista , Universidad 

del Rosario, 1998. Página 20.

En el año 2003 el Congreso de la República avan-
zó en la discusión y aprobación de una nueva reforma 
política (Acto Legislativo número 01 de 2003), cuyo 
objetivo fundamental en materia electoral fue evitar la 
excesiva atomización y fragmentación de los partidos 
políticos (70 para las elecciones de 2002) y avanzar en 
el fortalecimiento de estas colectividades, mediante el 
establecimiento de listas únicas por partido, umbral y 
cifra repartidora.

Si bien esta reforma ha demostrado ser efectiva en 
materia de concentración y fortalecimiento de los parti-
dos políticos en el país, la concentración del voto de los 
senadores en un solo departamento ha continuado sien-
do una tendencia. De acuerdo con el estudio de Javier 
Flórez, para las elecciones del año 2006 el promedio 
del índice de concentración del voto de los 100 Sena-
dores elegidos fue de 63.47%, muy cercano al de 1991 
y 20024. Una revisión de los resultados de elecciones 
para Senado de la República del año 2014, permite 
constatar que en esa jornada electoral más del 50% de 
los Senadores electos continuaron concentrando su vo-
tación en un solo departamento. 

de la República

A lo largo de los últimos procesos electorales, la 
-

cional ha impedido que un número importante de de-
partamentos cuenten con representación en el Senado 
de la República (Ver Cuadro 1).

Cuadro 1. Departamentos sin senador
ELECCIONES 

(AÑO) DEPARTAMENTOS

2006
Amazonas, Arauca, Caquetá, Guai-
nía, Guaviare, Putumayo, Vaupés, 
Vichada, San Andrés y Chocó.

2010
Amazonas, Arauca, Caquetá, Guai-
nía, Guaviare, Putumayo, Vaupés, 
Vichada y San Andrés.

2014

Amazonas, Arauca, Caquetá, Cho-
có, Guainía, Guaviare, La Guajira, 
Putumayo, Quindío, Vaupés, Vicha-
da y San Andrés.

4  Ibíd. Página 29.

El análisis de los resultados de las elecciones del año 
2014 para Senado de la República, evidencia que esta 
tendencia de baja representación se mantiene, y nue-

quedan excluidos de su participación en la cámara alta.

Senadores Elegidos por departamentos del país.

Fuente: Mapa elaborado por el autor con base en resulta-
dos electorales de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

La falta de representación de estos departamentos 
en la cámara alta resulta preocupante en términos de 
equidad, pues son justamente los departamentos no re-
presentados en el Senado los que reportan los mayores 
niveles de pobreza, desigualdad, debilidad institucio-

puede constatar a través de los siguientes indicadores:

• Índice de Pobreza Multidimensional5: Los depar-
tamentos del Chocó y Vichada ocupan los primeros 
puestos a nivel nacional. Dentro del grupo de los diez 
departamentos con mayor IPM se encuentra Putumayo, 
Caquetá, Amazonas, Vaupés, Guainía y Guaviare.

• Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas6: 
Dentro del grupo de los diez departamentos con ma-
yores índices de NBI se encuentran Chocó, Vichada, 
Guainía, Vaupés, Amazonas y San Andrés.

• Índice de Desempeño Fiscal7: Nueve de los once 

• Sistema General de Regalías8: Los departamentos 
de Vaupés, Amazonas, Guaviare, Guainía y Vichada 
cuentan con el menor número de proyectos aprobados 
a nivel nacional.

• Población expulsada por desplazamiento forza-
do9

colombiana

• Grupos armados al margen de la ley: Presencia de 
distintos actores armados en estos territorios.

III. Marco Jurídico

5  Ver Cálculo DNP-SPSCV con datos del Censo 2005.
6  Ver DANE – Censo General 2005.
7  Departamento Nacional de Planeación. Informe de Des-

empeño Fiscal de los Departamentos y Municipios Vi-
gencia 2013. Disponible en:

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Te-
rritorial/Documento%20Desempe%C3%B1o%20Fis-
cal%202013.pdf

8  Consultar sitio web http://maparegalias.sgr.gov.co/#/
9  Amazonas 2030. Documento Población expulsada por 

Desplazamiento Forzado 2010 (Mapa 8) Disponible en: 
http://www.amazonas2030.net/es
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El proyecto presentado encuentra sustento jurídico en los siguientes artículos de la Carta Constitucional:

Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentra-
lizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto 
de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general. 

Artículo 3°. La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la 
ejerce en forma directa o por medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece.

Artículo 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, hacer las leyes y ejercer 
control político sobre el gobierno y la administración. El Congreso de la República, estará integrado por el Senado 
y la Cámara de Representantes.

Artículo 133. Los miembros de cuerpos colegiados de elección directa representan al pueblo, y deberán actuar 
consultando la justicia y el bien común. El voto de sus miembros será nominal y público, excepto en los casos que 
determine la ley. El elegido es responsable políticamente ante la sociedad y frente a sus electores del cumplimien-
to de las obligaciones propias de su investidura.

Artículo 260. Los ciudadanos eligen en forma directa Presidente y Vicepresidente de la República, Senadores, 
Representantes, Gobernadores, Diputados, Alcaldes, Concejales municipales y distritales, miembros de las juntas 
administradoras locales, y en su oportunidad, los miembros de la Asamblea Constituyente y las demás autoridades 
o funcionarios que la Constitución señale.

IV. Antecedentes

territorial en la elección del Senado de la República, pese a los esfuerzos reunidos no se ha logrado generar un 
verdadero parámetro de representatividad y homogeneidad en dicha corporación. (Ver Cuadro 2).

CUADRO 2
PROYECTO SÍNTESIS RESULTADO

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 23 de 1998, por el cual se 

-
do de la República.

La iniciativa buscaba reformar el senado de la siguiente ma-
nera: 34 miembros elegidos por circunscripción nacional, 
dos por cada departamento y dos por el distrito capital. Adi-
cionalmente se elegirán dos Senadores en Circunscripción 
Nacional Especial por comunidades indígenas para un total 
de 102 Senadores.

Acumulado

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 84 de 1998, por el cual se 

-

adicional de dos senadores elegidos en circunscripción na-
cional especial por comunidades indígenas y un Senador 
adicional elegido por circunscripción territorial en cada uno 
de los nuevos departamentos creados por la Constitución 
Nacional.

Archivado por vencimiento 
de términos

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 100 de 1998, por medio del 

-

Reformaba la integración del Senado de la República de la 
siguiente manera: 65 miembros elegidos en circunscripción 
nacional. Uno más por cada circunscripción departamental 
y uno por la circunscripción de Bogotá. Habrá un número 
adicional de tres senadores elegidos por las comunidades 
indígenas y uno más por las comunidades negras en cir-
cunscripción especial.

Archivado por vencimiento 
de términos

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 49 del 2000, por el cual se 

-

El proyecto pretendía que el Senado se eligiera en circuns-
cripción regional y especial.

Archivado en debate

Proyecto de Acto Legislativo 
número 05 de 2005, por el cual 

El proyecto tenía como propósito que todos los departamen-

la República. Esta necesidad surge a partir de la ausencia en 
la denominada Cámara Alta de parlamentarios provenientes 
de las entidades territoriales creadas en el artículo 309 de la 
Constitución Política.

Archivado en debate

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 121 de 2005, por el cual se 

.

-
cripción territorial para elección del Senado de la República 
del año 2010, en adelante.

Archivado por vencimiento 
de términos
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CUADRO 2
PROYECTO SÍNTESIS RESULTADO

Proyecto 324 de 2005 Cámara y 
20 de 2005 Senado, por el cual 

.

El Proyecto de Acto Legislativo número 324 de 2005 mo-

-
mara de Representantes.

Acto Legislativo número 
03 de 2005

Proyecto de acto legislativo 01 de 
2009 “ -

-

”.

Buscaba reformar la integración del Senado, creando cir-
cunscripciones electorales especiales para los Llanos orien-
tales, la Amazonia y las comunidades afrocolombianas.

Archivado por vencimiento 
de términos

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 252 de 2013, por medio del 

].

generar una relación más estrecha entre los miembros del 
Congreso de la República y la comunidad, a través de me-
canismos de representatividad que facilitaran la rendición 
de cuentas.

Archivado por vencimiento 
de términos

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 113 de 2013, por el cual se de la circunscripción territorial en la elección del Senado de 

la República y asignar una curul a las minorías raizales del 
Archipiélago de San Andrés y Providencia.

Archivado por vencimiento 
de términos

Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 018 de 2014, por medio del 

-

Se trata de un proyecto dirigido a reformar varios artículos 
de la Constitución Política para abordar en forma integral 
un ajuste institucional cuyo propósito fundamental es el for-
talecimiento de la democracia y del sistema político, entre 
los cuales se propone asegurar la representación de todos 
los territorios en el Senado.

Acto Legislativo número 
02 de 2015.  Lo referente 
al senado regional no fue 
aprobado.

V. Experiencia internacional

Es fundamental realizar una revisión a nivel in-
ternacional de los distintos modelos de organización 
parlamentaria, teniendo en cuenta que la experiencia 
comparada puede brindar herramientas para fortalecer 

-
jores niveles de representatividad.

Estados Unidos

La Constitución Política de los Estados Unidos, se-
ñala en su artículo 1°, Sección III, que: “El Senado de 
los Estados Unidos se compondrá de dos Senadores por 
cada Estado, elegidos por sus respectivas Asambleas 
Legislativas para un término de seis años. Cada sena-
dor tendrá derecho a un voto”10 (Traducción del autor). 
Es decir, que cada estado tiene la posibilidad de elegir 
dos senadores, independientemente del tamaño de su 

España

La Constitución Política de 1978, ordena en su ar-
tículo 68, numeral 2, lo siguiente: “La circunscripción 
es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla es-
tarán representadas cada una de ellas por un diputado. 
La ley distribuirá el número total de diputados, asig-
nando una representación mínima inicial a cada cir-
cunscripción y distribuyendo los demás en proporción 

10  Constitution of the United States (1788). Artículo 1° 
Section 3 “The Senate of the United States shall be com-
posed of two Senators from each State, 

 for six Years; and each Senator shall 
have one Vote” Disponible en: http://www.senate.gov/
civics/constitution_item/constitution.htm#a1_sec3

a la población”11. Así mismo, la carta máxima de este 
país, señala que “el Senado es la Cámara de represen-
tación territorial. En cada provincia se elegirán cuatro 
senadores (…) de acuerdo con los que establezcan los 
Estatutos, que aseguraran en todo caso, la adecuada re-
presentación proporcional” (artículo 69).

Lo anterior deja claro, que tanto la Cámara de Dipu-
tados como el Senado, atienden criterios de representa-
ción proporcional, garantizando la presencia de todos 
sus entes territoriales en la conformación de cada una 
de las corporaciones.

Francia

La Constitución del 4 de octubre 1958 establece 
en su artículo 24 que: “El Senado, cuyo número de 
miembros no podrá exceder de trescientos cuarenta 
y ocho, será elegido por sufragio indirecto. Asumirá 
la representación de las entidades territoriales de la 
República”12 (Traducción del autor) y además agrega 
que los franceses radicados fuera del país tendrán re-
presentación en el Senado. 

11  Disponible en: http://www.congreso.es/docu/constitu-
ciones/1978/1978_cd.pdf.

12  Constitution de la République française (4 octobre 
1958). Titre IV -Le parlement- Article 24 “(…) Le Sé-
nat, dont le nombre de membres ne peut excéder trois 
cent quarante-huit, est élu au suffrage indirect. Il assure 
la représentation des collectivités territoriales de la Ré-
publique. Les Français établis hors de France sont repré-
sentés à l’Assemblée nationale et au Sénat” Disponible 
en: http://www.assemblee-nationale.fr/connaissance/
constitution.asp#titre_4
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DEPARTAMENTO Curules Au-
tomáticas

Curules Adicio-
nales por Censo 

Poblacional

Total Curules 
por Departa-

mento
Bogotá 7.776.845 1 700000 11 12
Antioquia 6.378.132 1 700000 9 10
Valle del Cauca 4.566.875 1 700000 7 8
Cundinamarca 2.639.059 1 700000 4 5
Atlántico 2.432.003 1 700000 3 4
Bolívar 2.073.004 1 700000 3 4
Santander 2.051.022 1 700000 3 4
Nariño 1.722.945 1 700000 2 3
Córdoba 1.683.782 1 700000 2 3
Tolima 1.404.262 1 700000 2 3

Argentina

La Constitución Política de la Nación Argentina 
estableció en 1994 por medio del artículo 54 que: “El 
Senado se compondrá de tres senadores por cada pro-
vincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en 
forma directa y conjunta (…)”13.

Chile

El Parlamento chileno, se caracteriza porque todos 
los miembros de la Rama Legislativa son electos por 
votación popular, a través de un sistema binominal, 
con posibilidad de reelección. De acuerdo a la Consti-
tución vigente, la Cámara de Diputados está integrada 

ley orgánica constitucional. Por otra parte, “el Senado 
se compone de miembros elegidos en votación directa 
por circunscripciones senatoriales, en consideración a 
las regiones del país, cada una de cuales constituirá, a 
lo menos, una circunscripción”14.

La Asamblea Legislativa Plurinacional está com-
puesta por dos cámaras, la Cámara de Diputados y la 
Cámara de Senadores. El artículo 148 de la Constitu-
ción Política del Estado Plurinacional de Bolivia, esta-
blece que: “La Cámara de Senadores estará conformada 
por un total de 36 miembros. En cada departamento se 
eligen 4 Senadores en circunscripción departamental, 
por votación universal, directa y secreta. La asignación 
de los escaños de Senadores en cada departamento se 
hará mediante el sistema proporcional, de acuerdo a la 
ley”15.

VI. Alcances del proyecto

El cambio en el modelo de circunscripción y en 
el procedimiento establecido por la Constitución Na-
cional para la elección del Senado de la República, se 
inspira en la fórmula aplicada para la elección de los 

13  Constitución Política de la Nación de Argentina (22 de 
agosto de 1994) Sección Primera -del poder Legislativo- 
Art. 54. Disponible en: http://www.cepal.org/oig/doc/
argentinaconstitucionpolitica.pdf

14  Constitución Política de la República de Chile. Capitu-
lo V. Art. 49. Disponible en: http://www.oas.org/dil/esp/
constitucion_chile.pdf

15  Constitución Política del Estado Plurinacional de 
Bolivia. Segunda parte. Titulo I. Art 48. Disponible 
en: http://www.harmonywithnatureun.org/content/
documents/159Bolivia%20Consitucion.pdf

miembros de la Cámara de Representantes. Por lo an-
terior, en el articulado propuesto se exige que las listas 
que aspiren a ocupar una curul de Senado por una cir-
cunscripción territorial, superen un umbral del 50% del 
cuociente electoral de la respectiva circunscripción, y 
para los departamentos en los que se elijan máximo 2 
Senadores, un umbral del 30% de este cuociente elec-
toral.

La repartición de escaños en cada circunscripción, 
tanto en Senado como en Cámara de Representantes, 
se hará mediante el sistema de cifra repartidora. Para 
el caso de los departamentos en los que se elija un solo 
Senador, la curul se adjudicará a la lista mayoritaria. 

La propuesta mantiene intacta la elección de dos 
(2) Senadores por circunscripción especial indígena vi-
gente actualmente en la Constitución, y crea una nueva 
circunscripción especial para la elección de un senador 
a nombre de los colombianos residentes en el exterior, 
con el ánimo de garantizar a estos colombianos su de-
recho al voto para esta corporación. Se estima también 
que abrir este espacio de representación en el Senado a 
los colombianos residentes en el exterior compensa de 
alguna forma el espacio que perdieron en la Cámara de 
Representantes con la aprobación de la reciente refor-
ma al equilibrio de poderes (Acto Legislativo número 
02 de 2015), que eliminó una de las curules a las que 
tenían derecho estos ciudadanos.

en el Senado

Es importante señalar que la fórmula de un Sena-
dor por cada uno de los departamentos del país y uno 
más por cada 700 mil habitantes, busca garantizar la 
representación mínima en la cámara alta de los departa-
mentos que tradicionalmente han sido excluidos de este 
espacio, sin perder de vista la necesidad de reconocer la 
proporcionalidad que debe existir en el sistema de dis-
tribución de los escaños, de acuerdo con el tamaño de 
la población de los diferentes departamentos del país.

La proporcionalidad y equidad de la fórmula pro-
puesta puede evidenciarse en el siguiente ejemplo: 

Si aplicáramos la fórmula propuesta por el proyecto 
a los estimados actuales del DANE (2014) de la pobla-
ción colombiana por departamentos, el Senado queda-
ría integrado de la siguiente forma:
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DEPARTAMENTO Curules Au-
tomáticas

Curules Adicio-
nales por Censo 

Poblacional

Total Curules 
por Departa-

mento
Cauca 1.366.984 1 700000 2 3
Norte de Santander 1.344.038 1 700000 2 3
Boyacá 1.274.615 1 700000 2 3
Magdalena 1.247.514 1 700000 2 3
Huila 1.140.539 1 700000 2 3
Cesar 1.016.533 1 700000 1 2
Caldas 986.042 1 700000 1 2
Risaralda 946.632 1 700000 1 2
Meta 943.072 1 700000 1 2
La Guajira 930.143 1 700000 1 2
Sucre 843.202 1 700000 1 2
Quindío 562.114 1 700000 1 2
Chocó 495.151 1 700000 1 2
Caquetá 471.541 1 700000 1 2
Casanare 350.239 1 700000 1 2
Putumayo 341.034 1 700000 0 1
Arauca 259.447 1 700000 0 1
Guaviare 109.490 1 700000 0 1
San Andrés 75.801 1 700000 0 1
Amazonas 75.388 1 700000 0 1
Vichada 70.260 1 700000 0 1
Vaupés 43.240 1 700000 0 1
Guainía 40.839 1 700000 0 1

TOTAL  33  68 101

Finalmente es importante señalar que con la aproba-
ción del presente proyecto de acto legislativo se aspira 
a mejorar la calidad de la representación territorial del 
Senado en los siguientes términos:

• La elección de Senadores que representen a sus 
departamentos, permitirá a los líderes políticos y ciu-
dadanos de estos territorios hacer visibles en la cámara 
alta y en la opinión pública nacional, las necesidades, 
prioridades, proyectos e iniciativas estratégicas para el 
desarrollo de su región.

• Los líderes de los partidos y movimientos políti-
cos, y los ciudadanos de cada uno de los departamen-
tos tendrán un incentivo para organizarse y respaldar 
la aspiración política de Senadores que representen los 
intereses reales de sus territorios.

• El mayor nivel de representación y participación 
que obtendrán estos departamentos en el Senado de la 
República, permitirá que los programas y proyectos de 
inversión incluidos en el Plan Nacional de Desarrollo 
y en las políticas públicas del Gobierno nacional, reco-
nozcan e incorporen las necesidades y prioridades de 
estos territorios.

Por las razones aquí expuestas, dejo a consideración 
de los honorables Congresistas la presente iniciativa 
para su debate y aprobación.

De los honorables Congresistas,

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL
El día 20 de julio de 2015 ha sido presentado en 

este Despacho el Proyecto de Acto Legislativo número 
004 con su correspondiente exposición de motivos, por 
honorables Representantes 

y otros honora-
bles Representantes.

El Secretario General,
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PROYECTOS DE LEY

c) El Director del Departamento de Planeación 
Nacional;

d) Un Representante de los departamentos;

e) Un Representante de los municipios;

f) Un Representante de los Distritos.

El Ministro de Cultura será el Director del Sistema 
de Unidades de Fomento e Integración Cultural. 

Artículo 9°. Del funcionamiento y reunión. Los 
integrantes del Sistema se reunirán ordinariamente (2) 
dos veces al año, y extraordinariamente cuantas veces 
el Director del Sistema lo considere.

Artículo 10. Funciones del Sistema de Unidades 
de Fomento, e Integración Cultural (“UFICS”). Co-
rresponde al Sistema de Unidades de Fomento, e Inte-
gración Cultural (“UFICS”), las siguientes funciones:

a) La implementación de los centros y la infraes-
tructura de las “UFICS”;

b) La estructuración de los Planes y Programas a 
desarrollar, su ejecución y cumplimiento;

c) Coordinar la implementación y realización de los 
programas y proyectos;

d) Y las demás tareas que sean necesarias y perti-
nentes para el cumplimiento de las disposiciones con-
tenidas en la presente ley. 

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

El Gobierno nacional contará con un plazo de (6) 
seis meses posteriores a la fecha en que se sancione la 
presente ley para reglamentar las disposiciones conte-
nidas en ella.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La iniciativa que pongo en consideración del Con-
greso de la República, tiene por objeto crear el Siste-
ma de Unidades de Fomento, e Integración Cultural 

-
clusión cultural, para generar y fortalecer los derechos 
de todos los ciudadanos y la comunidad, a través de 
los modelos, programas y acciones coordinados entre 
el Ministerio de Cultura, los departamentos, los muni-
cipios, y los distritos. 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 001 DE 2015 
CÁMARA

-

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto 
crear el Sistema de Unidades de Fomento, e Integra-

procesos de inclusión cultural, para generar y fortalecer 
los derechos de todos los ciudadanos y la comunidad, 
a través de los modelos, programas y acciones en coor-
dinados entre el Ministerio de Cultura, los departamen-
tos, los municipios, y los distritos.

Artículo 2º. Ámbito de aplicación. Las disposicio-
nes contenidas en la presente ley, serán aplicables en 
todo el territorio nacional y a sus habitantes con aca-
tamiento al ordenamiento jurídico y a la Constitución 
Política Nacional. 

Artículo 3º. Del Sistema de Unidades de Fomen-
to e Integración Cultural (“UFICS”). Es el conjunto 
de planes y programas debidamente formulados entre 
el Ministerio de Cultura, los departamentos, los muni-

cultural de la comunidad. 

Artículo 4º. De los centros y la infraestructura. 
El Ministerio de Cultura mediante estudios previos y 
disponibilidad presupuestal, dispondrá de la construc-
ción de los complejos culturales donde se desarrollará 
lo contenido en la presente ley.

Artículo 5º. De los programas. Corresponde al 
conjunto de acciones que se organizan a través del Sis-
tema de Unidades de Fomento e Integración Cultural, 
con el propósito de mejorar las condiciones de vida de 
los habitantes de los diferentes departamentos, los mu-
nicipios, y los distritos. 

Artículo 6º. De los planes. Se entienden como un 
modelo sistemático que detalla qué tareas se deben lle-
var a cabo para alcanzar el objetivo de la presente ley, 
para lo cual se establecen y enmarcan metas y tiempos 
de ejecución dentro de la programación del Sistema de 
Unidades de Fomento e Integración Cultural.

Artículo 7º. El Gobierno na-
cional asignará al Ministerio de Cultura los recursos 
necesarios para lograr la implementación del Sistema 
de Unidades de Fomento e Integración Cultural.

Artículo 8º. De la Conformación del Sistema 
de Unidades de Fomento, e Integración Cultural 
(“UFICS”). El Sistema contará con la siguiente con-
formación:

a) El Ministro de Cultura;

b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público;
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Este proyecto de ley, quiere implementar un mo-
delo que permita ejecutar políticas asertivas de cultu-
ra, a través de la creación de una red dinámica a nivel 
nacional. El Sistema de Unidades de Fomento, e Inte-
gración Cultural (“UFICS”), es el conjunto de planes y 
programas debidamente formulados entre el Ministerio 
de Cultura, los entes territoriales y los municipios que 

en concordancia con las propuestas y recomendaciones 
de la Unesco, en el sentido de incentivar el desarro-
llo social a través de la construcción cultural. (Unesco, 
2015). 

Se pretende de igual forma, que el Ministerio de 
Cultura mediante estudios previos y disponibilidad 
presupuestal, dispondrá de la construcción de los com-
plejos culturales donde se ampliará lo contenido en la 
presente ley, para así brindar a las comunidades un lu-
gar de desarrollo cultural, donde se pueda concentrar 
al mayor número de personas sin distingo alguno, con 
el objeto de alejar a las juventudes de la droga, a los 
adultos mayores de las enfermedades y el abandono y 
en general brindar a través de las “UFICS” programas 
de enfoque cultural en danza, artes plásticas, lectura y 
otros. 

El Sistema de Unidades de Fomento, e Integración 
Cultural (“UFICS”), está integrado y conformado por 
una estructura de programas y planes así: a) Los pro-
gramas. Que corresponde al conjunto de acciones que 
se organizan a través del Sistema de Unidades de Fo-
mento e Integración Cultural, con el propósito de me-
jorar las condiciones de vida de los habitantes de los di-
ferentes departamentos, los municipios, y los distritos. 
Y los planes  Que se entienden como un modelo sis-
temático que detalla qué tareas se deben llevar a cabo 
para alcanzar el objetivo de la presente ley, para lo cual 
se establece y enmarcan metas y tiempos de ejecución 
dentro de la programación del Sistema de Unidades 

se hará por parte del Gobierno nacional que asignará 
al Ministerio de Cultura los recursos necesarios para 
lograr la implementación del Sistema de Unidades de 
Fomento e integración Cultural.

Es importante resaltar que el Sistema tendrá la si-
guiente conformación: 

a) El Ministro de Cultura;

b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público;

c) El Director del Departamento de Planeación 
Nacional;

d) Un representante de los departamentos;

e) Un representante de los municipios;

f) Un Representante de los Distritos.

Y que serán facultades del Sistema de Unidades de 
Fomento, e Integración Cultural (“UFICS”):

a) La implementación de los centros y la infraes-
tructura de las “UFICS”;

b) La estructuración de los Planes y Programas a 
desarrollar, su ejecución y cumplimiento;

c) Coordinar la implementación y realización de los 
programas y proyectos;

d) Y las demás tareas que sean necesarias y perti-
nentes para el cumplimiento de las disposiciones con-
tenidas en la presente ley. 

En conclusión esta iniciativa busca promover es-
pacios de educación cultural que acompañen el desa-

la construcción de centros de comunicación donde las 
comunidades se capaciten en artes, danza, lectura y 
las demás que se consideren por parte del Sistema de 
Unidades de Fomento, e Integración Cultural, para así 
lograr un bienestar para todos dentro del marco de un 
contexto educativo, todo esto con el objetivo esencial 
de construir y coadyuvar a la paz, en atención a las re-
comendaciones de la Unesco en el Informe de Segui-
miento de la EPT en el Mundo 2015, donde se evaluó y 

bajo las premisas de mayor inclusión educativa y cultu-
ral. (noticias.universia.net.co, 2015).

Bibliografía

noticias.universia.net.co. (13 de abril de 2015). -
 Obtenido de http://noticias.uni-

versia.net.co/educacion/noticia/2015/04/13/1123075/
educacion-10-recomendaciones-unesco-lograr-acceso-
universal.html

UNESCO. (2015). 

http://www.unesco.org. Obtenido de http://www.
unesco.org/culture/ich/es/estado/Colombia

Constitución Política

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de julio de 2015 ha sido presentado en este 
Despacho el Proyecto de ley número 001 con su co-
rrespondiente exposición de motivos, por el honorable 
Representante .

El Secretario General,

* * *
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 002 DE 2015 
CÁMARA

-

Bogotá,

Señor:

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO

Secretario General

Cámara de Representantes

Referencia Proyecto de ley 002 de 2015 Cámara, 

. 

Respetado Secretario:

De conformidad con lo contemplado en el artículo 
150 de la Constitución Política, y en los artículos 139 y 
140 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos radicar ante 
el Congreso de la República el presente proyecto de ley, 
mediante el cual se pretende eliminar la barrera creada 
por la Ley 48 de 1993, concerniente a la obligación de 
resolver la situación militar como requisito para poder 
acceder al empleo formal, en los términos y bajo las 
razones que se dejarán anotadas a continuación:

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El presente proyecto de ley tiene como objeto de-
rribar uno de los más duros obstáculos con los que día 
a día se encuentran miles de jóvenes al momento de 
ingresar al mercado laboral, ya sea este público o pri-
vado. Dicho obstáculo corresponde a la prohibición de 
vinculación laboral que fue creada por el artículo 37 de 
la Ley 48 de 1993, conforme a la cual ninguna empresa 
o entidad pública, privada, nacional o extranjera puede 
realizar vinculación laboral con un ciudadano que no 
haya resuelto su situación militar. 

Ello ha llevado a que miles de jóvenes que están 
empezando su vida laboral, ya sea porque han termi-
nado una carrera profesional o tecnológica, o porque 
necesitan trabajar para poder solventarse su estudio 
u otras necesidad básicas, propias o de su familia, no 
hayan podido vincularse formalmente a empleos dig-
nos, y tenga que hacer todo tipo de periplos para poder 
obtener un sustento económico, siendo generalmente 
discriminados laboralmente, por no haber obtenido una 
libreta militar, lo que los lleva, por sus circunstancias 
personales, a tener que aceptar una condiciones labora-
les indignas.

Evidentemente, este tipo de problemas afecta prin-
cipalmente a los ciudadanos de más bajos ingresos eco-
nómicos y a un grueso de familias de clase media, que 
no tienen los recursos para poder solventar los costos 
que genera la expedición de la libreta militar y la ob-
tención de todos los documentos que se requieren para 
ello; además lo que resulta ser mucho más contradicto-
rio, es que el Estado colombiano no les permite a esos 
jóvenes poderse vincular laboralmente, los que les per-
mitiría generar los recursos económicos con los cuales 
podrían cancelar el valor de la cuota de compensación 
militar y así resolver el “problema” de la libreta militar. 

Cual si esto fuera poco, estos jóvenes en muchos casos 
se ven obligados a evadir dicha obligación por no con-
tar con los recursos económicos para solventarla, te-
niendo que soportar además unas serie de multas, pena-
lidades y sanciones de tipo pecuniario que comienzan 
a acumularse en el tiempo, por lo que muchos de ellos, 
antes de cumplir los 25 años ya tienen una altísima deu-
da económica con el Estado. 

Este hecho que permanentemente afecta a nuestros 
jóvenes y hasta a personas de edad media, tiene impli-
caciones sociales que contribuye a que muchos de ellos 
deban permanecer en la informalidad laboral y en el 
peor de los casos –ante la ausencia de oportunidades– 
tengan que recurrir a actividades ilícitas como modus 

por lo que hasta aquí resulta –cuando menos– 
-

tan el acceso laboral digno de miles de colombianos.

Según los últimos datos emitidos por el Departa-
mento Nacional de Estadística (DANE), el 43%1 de 
los colombianos en edad laboral obtienen ingresos eco-

cerca de veinte millones de personas2 en Colombia se 
encuentra en la informalidad laboral. También resulta 
importante sumar a esta preocupante cifra la tasa de 
desempleo en Colombia, que para el último trimestre –
marzo a mayo de 2015– se situó en 8.9%3 de la pobla-
ción en edad de trabajar, es decir: cerca de tres millones 
cuatrocientas mil personas se encuentra desempleadas. 

Dentro de esas cifras citadas se encuentran los jó-
venes que no pueden acceder al mercado laboral a cau-
sa de la prohibición creada por la Ley 48 de 1993. La 
población sin posibilidad de acceder a relaciones dig-
nas y formales de empleo asciende a quinientos sesen-
ta y cinco mil (565.000)4 jóvenes entre los 18 y 28 
años, cifra alarmante si se tiene en cuenta que además 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su 
informe sobre “

sitúa a Colombia –20.5%5– como uno de los 
países con mayor tasa de desempleo en jóvenes de la 
centro y sur América, solo superados por países como: 
Jamaica (35.5), República Dominicana (29.9%), Puer-
to Rico (27.3%), Guyana (23.9) y Surinam (22.5).

1  Departamento Nacional de Estadística (DANE), Resu-
men ejecutivo “medición del empleo informal y Seguri-
dad Social” 8 de abril de 2015, trimestre móvil diciembre 
2014 - febrero 2015, medición sobre el empleo informal 
en Colombia: 

Res_ejecutivo_Informalidad_Dic14_feb15.p df 
2  Según el último informe de la gran encuesta trimestral 

integrada de hogares, diciembre 2014 - febrero de 2015, 
realizada por el Departamento Nacional de Estadística el 
79% de la población colombiana (alrededor de treinta y 
siete millones de colombianos) están en edad de trabajar. 

3  Departamento Nacional de Estadística (DANE), cifra de 
desempleo trimestre marzo-mayo de 2015. http://www.
dane.gov.co/index.php/mercado-laboral/empleo-y-des-
empleo.

4  Cifra dada a conocer por el Ministro de Trabajo Luis 
Eduardo Garzón. Comunicado de prensa del 8 de julio 
de 2015: 

http://www.mintrabajo.gov.co/prensa/mintrabajo-en-
medios/743-julio-2015/4669-colombia-mintraba-
jo-propone-revisar-exigencias-de-la-libreta-militar.html

5  Organización Internacional del Trabajo (OIT), World of 
Work 2014 Report: http://ilo.org/global/about-the-ilo/
multimedia/maps-and-charts/WCMS_244259/lang--en/
index.htm
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En cuanto respecta a la consideración de orden 
Constitucional que sustentan el presente proyecto, re-
sulta importante tener en cuenta que el derecho fun-
damental al trabajo tiene una preponderante posición 
dentro de la Carta Política de 1991: desde el preám-

la Constitución; en el artículo 25 superior, se dispone: 
-

y en el último inciso del artículo 
53 se consagra que: -

(subrayado fuera de texto). Además el 
derecho al trabajo tiene una doble connotación como 
elemento preponderante de interpretación por su cali-
dad de Derecho Humano reconocido en el artículo 23 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
de 1948, especial relevancia que se otorga a través del 
Bloque de Constitucionalidad del artículo 93 de la Car-
ta. 

Esto le impone al Estado la carga de procurar una 
especial protección al Derecho al Trabajo, tal y como 
lo ha determinado la Corte Constitucional en varias de-
cisiones de las que vale la pena resaltar la Sentencia 
C–055 de 1999. La corte también ha tenido la opor-
tunidad de estudiar –en sede de tutela– la incidencia 
que tiene el servicio militar en el ejercicio del Dere-
cho Fundamental al Trabajo, en la Sentencia T–476 de 
2014 señaló: 

consiste en la realización de una actividad li-
bremente escogida por la persona, dedicando a ella 
su esfuerzo intelectual o material, sin que puedan im-
pedírselo los particulares ni el Estado a quien, por el 
contrario, le compete adoptar las políticas y medidas 
tendientes a su protección y garantía -

-
-

De esto se desprende que el legislador tiene la obli-
gación de eliminar todo tipo de barreras que impidan 
a los colombianos un ejercicio libre, digno y justo del 
Derecho Fundamental al Trabajo, tal y como pasa con 
la prohibición contenida en la Ley 48 de 1993. 

Así las cosas, el proyecto de ley aquí presentado 

impiden el ejercicio libre, digno y justo del Derecho al 
Trabajo, lo cual seguramente redundará en una dismi-

y también las tasas de empleo informar, dos ítems que 
no favorecen el desarrollo económico ni social de Co-
lombia. Además, terminaría con el círculo vicioso en 
que se ha convertido el requisito de libreta militar, me-
diante el cual se le exige a miles de jóvenes que resuel-
van su situación militar pero a su turno el Estado no les 
permite ejercer de forma digna y legítima el derecho al 
trabajo mediante el cual podría procurarse los recursos 

6  Corte Constitucional, Sentencia T-476 de 2014, M. P. 
Alberto Rojas Ríos.

para cumplir con el pago de la cuota de compensación 
militar. 

Además este proyecto propone una serie de fórmu-
las que permitan facilitar la expedición de la libreta 
militar y materializar los principios de equidad, buena 

las actuaciones administrativas que se realizan para la 
expedición de la libreta militar. Dichas disposiciones 
buscan principalmente crear instrumentos que faciliten 
y hagan más equitativo los procedimientos que se re-
quieren para obtener la libreta militar y contribuir a que 

-
ción de la prohibición objeto principal de este proyecto, 
puedan cumplir con su deber Constitucional y legal de 
resolver su situación militar y pagar la cuota de com-
pensación militar. 

Las propuestas principales contenidas en este pro-
-

pedición de la libreta militar en un (1) mes contado a 
partir de la fecha en que se reúnan todos los requisitos 
de ley para ello; hacer equitativa la liquidación de la 
cuota de compensación militar para aquellas personas 
que ya se han emancipado, han empezado vida marital 
o conyugal o tienen hijos; también proteger a las ma-
dres y padres cabeza de familia, que injustamente han 
tenido que asumir el pago de la cuota de compensación 
militar liquidada por el patrimonio de los dos padres, 
sin importar que uno de ellos no responda económi-
camente por el joven inscrito; también establecer un 
término de prescripción de las multas y sanciones que 
se imponen con ocasión de la expedición de la libreta 
militar, pues la ley ha otorgado una facultad de cobro 
coactivo a las Fuerzas Militar para realizar el cobro de 
estas y no es Constitucionalmente admisible a la luz del 
último inciso del art. 28 del Constitución Política que 

-
ciones. Finalmente se adopta un término de transición 
de dos años para que las personas que se vean favore-
cidas por las medidas de este proyecto puedan resolver 
su situación militar y solo deban cancelar lo atinente a 
la cuota de compensación militar. 

En suma, el presente proyecto que se presenta ante 
el Congreso de la República es una oportunidad para 
corregir un error cometido por el Legislador de 1993 
y que ha afectado negativamente a miles de jóvenes en 
todo el país, el cual –además– bajo la actual coyuntura 
social y política, abre la puerta para que nuestros jóve-
nes construyan paz, justicia y equidad sociales desde 

-

II. Articulado del proyecto

PROYECTO DE LEY NÚMERO 002

-

El Congreso

DECRETA:

Artículo 1º. La presente ley tiene por objeto 
garantizar el acceso al derecho fundamental al traba-
jo de los colombianos que no hayan podido resolver 
su situación militar, así como también materializar los 
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-
leridad y proporcionalidad, en los trámites necesarios 
para resolver la situación militar y liquidar la cuota de 
compensación militar. 

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 36 de la Ley 48 
de 1993, el cual quedará así:

Artículo 36. . 
Ninguna entidad pública o privada podrá exigir a los 
particulares la presentación de la libreta militar, para 
ningún trámite civil o administrativo que adelanten 
ante estas. 

Artículo 3º. Modifíquese el artículo 37 de la Ley 48 
de 1993, el cual quedará así: 

Artículo 37. -
-

o particular, establecida o que en lo sucesivo se esta-
blezca en Colombia, podrá exigir, como requisito para 
celebrar una vinculación laboral o contractual, la pre-
sentación de la libreta militar u algún otro medio simi-
lar para corroborar la situación militar del aspirante, ni 
tampoco podrá establecerse ningún tipo de discrimina-
ción a causa de la situación militar de este. 

Artículo 4º. 
. Las autoridades militares encargadas de la tra-

mitación y expedición de las libretas militares, deberán 
observar las siguientes reglas: 

1. Entre la solicitud de expedición de la libreta mili-
tar que reúna todos los requisitos de ley y la expedición 
del documento de libreta militar, no podrá trascurrir 
más de un (1) mes, so pena de incurrir en causal de 
mala conducta.

2. La base gravable de la cuota de compensación 
militar será la determinada en el parágrafo 2º del artí-
culo 1º de la Ley 1184 de 2008, para los inscritos que 
se encuentre casados o con unión marital de hecho, o 
tengan descendencia, o acrediten ser económicamente 

3. La base gravable de la cuota de compensación 
militar, cuando se acredite sumariamente que solamen-
te uno de los padres responde económicamente por el 
inscrito, será la que corresponda únicamente a este. 

4. Todas las multas y sanciones pecuniarias de que 
tratan la Ley 48 de 1993 y la Ley 1184 de 2008, tendrán 
un término de prescripción de dos años contados a par-
tir de las fechas en que se causaron. 

Artículo 5º. 
Durante los dos años siguientes a 

la entrada en vigencia de la presente ley, las personas 
que resuelvan su situación militar y paguen la cuota de 
compensación militar, quedarán condonadas del pago 
de todas las multas y sanciones que se hubieren gene-
rado conforme con lo preceptuado en el artículo 42 de 
la Ley 48 de 1993 y el parágrafo 1º del artículo 2º de la 
Ley 1184 de 2008. 

Artículo 6º. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las de-
más disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de julio de 2015 ha sido presentado en este 
Despacho el Proyecto de ley número 002 con su corres-
pondiente exposición de motivos, por los honorables 
Representantes  ho-
norable Senador  y otros honorables 
Representantes.

El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 005 DE 2015 
CÁMARA

-

El Congreso de Colombia 

DECRETA:

Artículo 1°. -
sarrollo socioeconómico, pluricultural, ancestral, la in-
clusión social y protección de comunidades étnicas, la 
presente ley tiene como objeto ampliar las excepciones 
legales para la conformación de municipios en Colom-
bia.

Artículo 2°. El artículo 9° de la Ley 136 de 1994, 

quedará así:
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Artículo 9°. Excepción. Sin el lleno de los requi-
sitos establecidos en el artículo anterior, las asambleas 
departamentales podrán crear municipios cuando pre-
vio a la presentación de la ordenanza, el Presidente 
de la República considere su creación por razones de 
defensa nacional, 
identidad -
tarán facultadas para crearlos, cuando los corregi-
mientos, cumplan con las siguientes dos condicio-
nes:

a) Cuando el Corregimiento o poblado haya sido 
declarado Patrimonio Cultural Inmaterial de la Huma-
nidad por la Unesco;

b) Cuando el Ministerio de Cultura los declare Bien 
de Interés Nacional.

También podrán las Asambleas Departamentales 
elevar a municipios sin el lleno de los requisitos gene-
rales los corregimientos creados por el Gobierno na-
cional antes de 1991 que se encuentren ubicados en las 
zonas de frontera siempre y cuando no hagan parte de 
ningún municipio, previo visto bueno del Presidente de 
la República.

Los concejales de los municipios así creados en este 
inciso no percibirán honorarios por su asistencia a las 
sesiones. 

Artículo 3°. . La presente ley deroga las 
disposiciones que le sean contrarias y rige a partir de la 
fecha de su publicación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En Colombia existen alrededor de 1.100 municipios 
heterogéneos, algunos de los cuales en medio de las 

-
buyendo al fortalecimiento del Estado, a través de la 
autorregulación de sus comunidades y la participación 
de las mismas en las decisiones locales que les impac-
tan, es lo que podemos llamar la verdadera democracia 
directa.

A través de la reciente reforma al régimen municipal 
expedida a través de la Ley 1551, el legislador plasmó 
derroteros que sin duda buscan el fortalecimiento de la 
organización territorial de los municipios en Colombia, 
considerados como el núcleo fundamental de la divi-
sión político-administrativa del Estado. Sin embargo, 
pese a esta reforma, lo cierto es que Colombia necesita 
un ordenamiento municipal que fortalezca la conviven-

cultural, ancestral y de inclusión social, para que po-
blaciones marginadas sean visibilizadas desde la óp-
tica del desarrollo económico y político del Gobierno 
central. La municipalidad se constituye no solo en un 

-
rales como la migración del campo a las ciudades con 
su consiguiente impacto en la economía nacional, por 
ser la más valiosa y estratégica de las unidades de pro-
ducción económica, sino que además es un instrumento 
para combatir la pobreza y el atraso regional.

Colombia cuenta con comunidades étnicas que por 
su identidad cultural requieren una estructura adminis-
trativa más sólida que les permita mantener, promover 
y desarrollar su referente ancestral, que le dé más sen-
tido a ese colectivo dentro de su territorio, y que les 
permita superar su vulnerabilidad política, económica 
y social.

-
dos sobre el aporte cultural a Colombia y la humanidad, 
estas comunidades habitan sus territorios en medio de 
la miseria y pobreza extrema.

Un ejemplo lo constituye el corregimiento de San 
Basilio de Palenque, ubicado a 47 km de la ciudad de 
Cartagena de Indias, en jurisdicción del municipio de 
Mahates, departamento de Bolívar, en las faldas de los 
Montes de María.

Este corregimiento tiene una población aproximada 
de 4.000 habitantes, y fue fundado por los esclavos que 
se fugaron y se refugiaron en los palenques de la costa 
norte de Colombia desde el siglo XV, quienes desde 
1691 alcanzaron su independencia de España, por lo 
que se les reconoce como “El primer pueblo libre de 

Debido a sus características únicas en su historia, 
formación, cultura, tradición, integración, vivencias y 
lengua, fue declarado por la Unesco como Patrimo-
nio Cultural Inmaterial de la Humanidad, en el año 
2005, reconocimiento que le otorga plenas garantías 
para la defensa de su patrimonio ancestral y cultural.

Por su parte, el Gobierno nacional reconoció el 
aporte cultural de San Basilio de Palenque mediante 
la Resolución número 1472 de 2004, expedida por el 
Ministerio de Cultura, en la que declara el espacio cul-
tural de San Basilio de Palenque como Bien Cultural 

. 

Posteriormente, nuestro país suscribió la Conven-
ción para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural In-
material mediante la Ley 1037 de 2006.

Consecuentes con el proceso de paz que adelanta el 
Gobierno nacional con las FARC-EP, las comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Palenqueras y Raizales ocu-
pan el papel predominante en cuanto a la degradación 

del territorio las más afectadas en forma directa con la 
guerra que se ha vivido en Colombia, ya que han sido 
despojadas y desplazadas de sus territorios, debido a su 

armados y a las grandes organizaciones criminales el 
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libre tránsito para lucrarse de sus actividades crimina-
les.

Por lo anterior, y debido a la tradición de comunidad 

para contribuir a la implementación de los planes, pro-

ser una de las víctimas que han sido invisibilizadas, ig-
noradas y aisladas en las negociaciones de La Habana.

Al contribuir con su forma de organización de parte 
del Gobierno nacional y del Congreso de la República 
se estaría enviando un mensaje positivo a la comuni-
dad negra del país en cuanto a las políticas de inclusión 
social y desarrollo económico en esta etapa del devenir 
de nuestro país.

Argumentación política del proyecto

Frente al trámite y aprobación del presente proyec-
to, bien podría argumentarse que no se deben ampliar 
las excepciones para la creación de nuevos municipios, 
con una población en términos numéricos reducida, 
por considerar entre otros aspectos que se daría lugar 
a la creación de un municipio frágil para sostenerse a 
sí mismo, pero sin duda, casos como el de San Basilio 
de Palenque revisten un tratamiento especial, porque 
el permitírsele constituirse en municipio contribuirá a 
rescatar la importancia que esta comunidad reviste para 
Colombia y para el mundo por su legado y reconoci-
miento ancestral cultural que se ha hecho por parte de 
la Unesco y del mismo Gobierno nacional.

Estos reconocimientos le permitirían al municipio 
obtener recursos de organizaciones y organismos inter-
nacionales precisamente para conservar y expandir su 
cultura y tradición dentro de su propia población.

Por lo tanto, una vez convertido en municipio, son 
muchas las fuentes de ingreso que obtendría el ente te-
rritorial por cuanto sus pobladores una vez organizados 
y capacitados por entidades como el Sena, Min-Comer-
cio y Turismo y Proexport, convertirían su territorio no 
solo en un remanso de paz, sino también en uno de los 
sitios turísticos de mejor polo de desarrollo en el país y 
el mundo, por cuanto tiene, aparte de su belleza natural 
que la rodea, muchas historias que contar, en cuanto al 
proceso de desarrollo de esta nación, desde el no muy 
grato recordado proceso de la esclavitud. 

Aunado a estas consideraciones, no solo la legisla-
ción vigente antes de la reforma ya establecía excep-
ciones que posibilitan la creación de nuevos munici-
pios, sino que en la reciente expedición de la reforma al 

al artículo 6° de la Ley 136 de 1994, establecida por 
el parágrafo 6° del artículo 7° de la Ley 1551 de 2012, 
establece que

Por la cual se dictan normas para modernizar la 
organización y el funcionamiento de los municipios

“…Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 
de 1994, el Decreto Extraordinario número 1222 de 

1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, 
el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas ten-
dientes a fortalecer la descentralización, y se dictan 
normas para la racionalización del gasto público na-
cional...”.

“Parágrafo 6°. 
-

tendrán distinto régimen en su organización, 
gobierno y administración -

-

Como se advierte en su contenido, esta nueva dispo-
sición legal permite que la creación en un futuro inme-
diato del municipio de San Basilio de Palenque tenga 
un tratamiento diferenciado conforme así lo establezca 
el Congreso de la República en el momento de tramitar 
y expedir la ley que la misma norma señala, y en la que 
el legislador atendiendo a la realidad de los territorios 
podrá establecer su forma de administración.

Sin duda, el propiciar desde la legislación herra-
mientas que permitan a las Asambleas Departamentales 
promover y facilitar la creación de municipios con una 
identidad cultural reconocida a nivel mundial, como es 
el caso del corregimiento de San Basilio de Palenque, 
contribuirá a reducir la precariedad de las condiciones 
sociales y económicas que viven sus habitantes.

Contexto internacional

“En Europa la atomización municipal es conside-
rada como un factor de riqueza democrática, una con-
quista histórica para el espíritu libertario propio de la 
vida local. En Francia, de los 36.763 municipios que 
posee, el 80% no supera los 1.000 habitantes, y alre-
dedor de 25.000 municipios tienen menos de 500 ha-
bitantes. Italia tiene 8.104 municipios, el 40% de ellos 
(3.240) con una población inferior a 2.000 habitantes. 

En este país, donde parecería no caber un municipio 
más, cada año son creados tres o cuatro municipios.

Esta realidad presente en Europa y Estados Unidos, 
donde abundan los municipios minúsculos, también 
está presente en países de América Latina, como ocurre 
en Argentina, en donde el Estado provee a comunida-
des pequeñas las instituciones adecuadas para su orga-
nización como sociedades políticas integradas institu-
cionalmente al Estado”4.

Marco constitucional y legal

La Constitución Política de Colombia de 1991 re-
conoció a las entidades territoriales autonomía para la 
gestión de sus intereses y el derecho a gobernarse por 
autoridades propias; ejercer las competencias que les 
correspondan; establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones y participar en las ren-
tas nacionales.



GACETA DEL CONGRESO 507  Jueves, 23 de julio de 2015 Página 15

También la Constitución reconoce la diversidad 
étnica y cultural del país, y en cumplimiento de este 
reconocimiento el Estado ha desarrollado normas y 
jurisprudencia para el reconocimiento de los derechos 
territoriales, culturales, políticos y sociales de la pobla-
ción afrocolombiana, palenquera y raizal. 

en Derechos Humanos, Derecho Internacional Huma-
nitario, asuntos ambientales y educativos orientados a 
esta población.

Sin duda, la formalización de un grupo de indivi-
duos con fuertes lazos culturales cuando adquieren ma-
yor reconocimiento político-administrativo por parte 
del Estado contribuye al fortalecimiento del mismo. 
Las sociedades que han tenido la fortuna de convertirse 
en grandes y poderosas naciones percibieron tempra-
namente la importancia de incorporar -
munidades que ocupaban su territorio, mediante el 
otorgamiento de una identidad institucional propia, 

Desde esta perspectiva, tenemos que en Colombia, 
frente al régimen constitucional, que soporta la crea-
ción de nuevos municipio, se consagra que quien es-
tablece los requisitos para su creación y fusión es el 
legislador ordinario.

En desarrollo de esta disposición constitucional, 
el Congreso de la República mediante la Ley 136 de 

-
pios como una entidad territorial mediante la cual se 
promueve el desarrollo económico y social de nuestra 
nación. Con base en esas reglas de juego establecidas, 
compete a las asambleas departamentales la creación 
de municipios, suprimirlos, agregarles territorio o qui-
tarles territorio.

Empero, dentro de estas facultades constitucionales, 
el legislador consideró pertinente establecer excepcio-
nes al cumplimiento de requisitos para la creación de 
municipios.

Como se advierte en el articulado de esta iniciativa 
legislativa, se propone que estas excepciones sean am-
pliadas para permitir la creación de municipios que sir-
van como instrumento de protección de comunidades 
étnicas ancestrales y sus expresiones culturales, muni-
cipios que fortalecerán la vida política, cultural, social 
y económica de comunidades que en estos territorios se 
consolidaran en torno a él.

Para la creación de esta clase de municipios es cla-

para ello el legislador podrá hacerlo cuando cumpla el 
mandato que le impone la Ley 1551 de 2012, en la ca-
tegorización de municipios, estableciendo no solo una 
asignación de competencias con enfoque diferencial, 

con las características, condiciones y potencialidades 
de estos municipios pequeños. La propuesta busca 
brindar protección a comunidades étnicas por la vía del 
fortalecimiento territorial del Estado en sus territorios, 
con justicia, servicios, seguridad, recursos públicos e 
instituciones democráticas.

Todas estas consideraciones de orden constitucional 
y de conveniencia nos permiten presentar ante ustedes, 
honorables Congresistas, la presente iniciativa legisla-
tiva para su consideración.

AVALAMOS PROYECTO DE LEY

-

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de julio de 2015 ha sido presentado en este 
Despacho el Proyecto de ley número 005 con su co-
rrespondiente exposición de motivos, por el honorable 
Representante 

El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 006 DE 2015 
CÁMARA

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. 

Artículo 454.  El que 
por cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de 
obligación impuesta en resolución judicial incurrirá en 
prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de cinco 
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(5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensua-
les vigentes.

“La pena se aumentará de una tercera parte a la mi-
tad para quien se sustraiga del cumplimiento de una 
obligación en el término impuesto en un fallo de acción 
de tutela cuya protección sea el derecho fundamental a 
la salud del accionante, independientemente que se dé 
su cumplimiento posterior”.

Artículo 2º. La presente ley regirá a partir de la fe-
cha de su promulgación y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El derecho a la salud se encuentra estatuido en el 
artículo 49 de la Constitución Política en el acápite co-
rrespondiente a los “derechos económicos, sociales y 
culturales” en cuya literalidad expresa:

Artículo 49. La atención de la salud y el saneamien-
to ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. 
Se garantiza a todas las personas el acceso a los ser-
vicios de promoción, protección y recuperación de la 
salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamen-
tar la prestación de servicios de salud a los habitantes 
y de saneamiento ambiental conforme a los principios 

-
tablecer las políticas para la prestación de servicios de 
salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y 
control. Así mismo, establecer las competencias de la 
Nación, las entidades territoriales y los particulares, y 
determinar los aportes a su cargo en los términos y con-
diciones señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma des-
centralizada, por niveles de atención y con participa-
ción de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la aten-
ción básica para todos los habitantes será gratuita y 
obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado 
integral de su salud y la de su comunidad.

No obstante, de haberse consagrado el derecho a la 
salud, dentro de los derechos sociales, económicos y 
culturales, la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
le ha reconocido el carácter de derecho fundamental, 
atribuyéndole así un mandato al Estado, encaminado 
a conformar un sistema conformado por entidades y 
procedimientos cuyo objetivó será lograr la cobertura 
general de los asociados, en lo relativo a la prevención, 
promoción y protección de la salud y el mejoramiento 
de la calidad de vida de los administrados. 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia 
T-144 de 2008 expresó:

-

-

-

-

-

-

Aunado a lo anterior, en sentencia T-760 de 2008, la 
misma jurisprudencia del mismo Tribunal compiló las 
reglas jurisprudenciales que la Corporación ha venido 
estableciendo sobre el derecho a la salud. En la referida 
sentencia, señaló:

-

-

-

-
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-
o. 

-
-

Ahora, y consecuente con los anteriores argumen-
tos, la Corporación referida, en sentencia T-361 de 
2014, indicó:

-

-

ículo 

La Ley Estatutaria 1751 de 2015, por medio de la 
cual se regula el derecho fundamental a la salud, preci-
só la naturaleza y contenido del derecho en el sentido 

irrenunciable y en ese sentido en su artículo 5º, estable-
ció como obligaciones del Estado, entre otras:

-
-

-

También en su artículo 6° señaló los principios que 
regirán el goce efectivo del derecho fundamental a la 
salud en términos de acceso, continuidad y oportuni-
dad.

En la sentencia C-313 de 2014, la Corte Constitu-
cional, que realiza el control de constitucionalidad de la 
ley estatutaria en salud, resuelve en su numeral tercero 
declarar  el artículo 1°, en el entendido que la 
expresión “establecer sus mecanismos de protección” 
no dará lugar a expedir normas que menoscaben la ac-
ción de tutela. Y en su artículo décimo declara -
ble el artículo 15, salvo la expresión “

”, que se 
declara  y el parágrafo 2°, que se declara 

 en el entendido de que no puede dar lugar 
a menoscabar la acción de tutela como mecanismo de 
protección de los derechos fundamentales. 

Así las cosas, es claro que el derecho a la salud, 
-

tución Política, ha sido catalogado por la Corte Cons-

titucional un derecho fundamental, protegible por vía 
de la acción de tutela, en caso de que se vulnere o se 
amenace vulneración al mismo.

Corolario con lo anterior, se hace necesario traer a 
colación la Constitución de la Organización Mundial 
de la Salud, de la cual nuestro país es parte desde el 
14 de mayo de 1959, en cuyos principios literalmente 
consagra:

-
-

-

-

-

-
-

-

Teniendo en cuenta lo anterior, no queda duda que 
el derecho a la salud fue catalogado como derecho fun-
damental por la Jurisprudencia de la Corte Constitucio-
nal, por lo tanto es susceptible de protección por vía de 
acción de tutela, aunado a que nuestro país ha adquiri-
do compromisos en la materia, en especial con la Orga-
nización Mundial de la Salud, lo que implica que debe 
propender al efectivo cumplimiento de tal derecho, a 
favor de toda la población sin distinción alguna.

Es por tal razón y debido al carácter de fundamental 
del derecho a la salud que la población cada vez acude 
más a la protección constitucional, a través de la acción 
de tutela. Según datos de la Defensoría del Pueblo, las 
acciones de tutela en las cuales se busca la protección 
del derecho a la salud fue el segundo derecho más pro-
tegido en el año 2013, con una participación dentro de 
todas las acciones interpuestas del 25,33%1. Con el 
panorama propuesto por la Defensoría del Pueblo, es 
claro que si bien el derecho a la salud debe ser garan-
tizado a la población, no se están cumpliendo las obli-

1  
. Defensoría del Pueblo. Página 225.
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gaciones constitucionales ni las derivadas de los Trata-
dos Internacionales, de los cuales es parte nuestro país, 
razón por la cual los habitantes del territorio nacional 
deben acudir al mecanismo expedito como es la acción 
de tutela, para así buscar se les satisfaga el derecho 
constitucionalmente reconocido.

Indica la Defensoría del Pueblo además que durante 
el año 2013 las EPS reportaron 297.433 negaciones, de 
las cuales un 59,65% corresponde a negación de medi-
camentos, un 12,99% corresponde a prótesis, órtesis e 
insumos y con un 6,40% correspondiendo a imágenes 
diagnósticas y otras ayudas. De igual manera, concluye 
que el grupo de población más afectado es el de edad 
superior a 60 años, e indica además que la negación se 
realiza respecto de medicamentos POS como no POS, 
y que incluye las EPS del régimen contributivo como 
las subsidiadas.

No se dispone de datos sobre las complicaciones 
o muertes que tienen como causa conexa el incumpli-
miento de un fallo de tutela para garantizar el derecho 
fundamental a la salud; sin embargo, datos parciales 
dan cuenta, por ejemplo, de que en Bogotá en el año 
2104 la Personería Distrital encontró 122 casos de per-
sonas hospitalizadas que murieron esperando que Ca-
precom ordenara atenderlas. La orden llegó tarde o no 
llegó nunca, a pesar de las tutelas falladas.

Según los datos del -
nal de Cáncer Infantil de la Defensoría del Pueblo, 
en cuanto a las barreras de acceso, se pudo determinar 
que el 25% de los niños con cáncer reportaron demora 
en autorizaciones, temas como los procedimientos, las 
quimioterapias, los exámenes, los medicamentos, entre 
otros.

El 16% denunció demora en la entrega de medica-
mentos, 13% retrasos en cita con especialistas, 11% 
negación de procedimientos, 10% cobros de copagos y 
cuotas moderadoras, 7% entrega fragmentada de medi-
camentos y 6% cambio de IPS.

Precisa además que de los niños que fallecieron du-
rante este seguimiento, el 30% había manifestado ba-
rreras de acceso y tuvo que interponer una tutela.

No obstante lo anterior, de las acciones de tutela in-
terpuestas por este derecho, se tiene que se protegió el 
mismo en un 81,05%2, pero indica la Defensoría del 
Pueblo, en el libro 

, que si bien se está protegien-
do el derecho invocado, esto no implica el cumplimien-
to inmediato por parte de los accionados, perjudicando 
así a los afectados, quienes a su vez se ven en la nece-
sidad de continuar con el trámite de interposición de 
“incidentes de desacatos”. 

-
crita en los artículos 52 y 53 del Decreto número 2592 
de 1991, que busca constreñir al cumplimiento de los 
fallos que protegen un derecho por vía de acción de 

2  
 Defensoría del Pueblo. Página 235.

-

-

-

-

Declarar inexequible
-

Sanciones penales

-

-

acuerdo a los estudios realizados por la Defensoría del 
Pueblo, entidad encargada de velar por la protección de 
los derechos de los colombianos, el derecho a la salud 
es el segundo derecho más vulnerado en nuestro país, 
lo que implica que en efecto hay una desprotección de 
nuestra población respecto a la protección del mismo, 
por lo que encuentran acudir como única solución a la 

-
ciente para obtener la protección del mismo, debiendo 
así acudir igualmente al trámite incidental del desacato 
para obtener la protección efectiva del derecho.

Es por esto que es claro que en efecto no se están 
acatando las órdenes dadas por un juez en el trámite 
de una acción de tutela, debiendo el afectado acudir a 

cumplimiento efectivo de su derecho, lo que implica 
que una orden que en la mayoría de los casos se deba 
cumplir en 48 horas, ahora deba esperar un trámite de 
segunda instancia, además del trámite incidental, que 
si bien la Corte Constitucional en sentencia C-367 de 
2014 ha indicado que el mismo debe decidirse en un 
término máximo de 10 días, en la práctica dicho tér-
mino no se cumple por la congestión de los Despachos 
Judiciales, en especial en las ciudades capitales, auna-
do al trámite de Consulta, lo que en la práctica implica 
un término de casi tres meses, término que en efecto 
vulnera el derecho tantas veces mencionado y que pue-
de implicar consecuencias nefastas para el accionante.

Respecto a este tópico, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha indicado que no basta con que medie 
la orden de un Juez de la República, sino que en efecto 
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debe ejecutarse la misma, ya que el ejercicio del acceso 
a la administración de justicia va más allá de una orden 
judicial, sino garantizar el goce efectivo del derecho 
protegido por vía judicial, es por eso que en la senten-
cia referida C-367 de 2014, reiteró la jurisprudencia al 
respecto, en los siguientes términos:

-

-
-

-
-

-

-

-

-

-
-

-
-

-

-
-

-

-

De lo transcrito es claro que no basta con la orden 
de un Juez que ampare el derecho vulnerado, sino que 
en efecto debe cumplirse con lo ordenado por este, para 
así no vulnerar además del derecho incoado en la ac-
ción de tutela el derecho de acceso a la administración 
de justicia. Respecto del derecho a la salud, y de acuer-
do a la investigación realizada por la Defensoría del 
Pueblo, se tiene que si bien en la mayoría de los casos 
el derecho a la salud es protegido por el Juez de Tute-
la, del mismo estudio se extrae que no se garantiza el 
disfrute del mismo, ya que en la mayoría de los casos 
los accionantes deben acudir al “incidente de desaca-

para el accionado o el responsable de la omisión, luego 
de agotado el trámite incidental, y una vez declarado el 
incumplimiento por parte del Juez de Conocimiento, 
se proceda a cumplir lo ordenado por el Juez, ante las 
represalias legales consagradas en el Decreto número 
2591 de 1991. Tal situación, en efecto, constituye una 
burla a la Administración de Justicia, ya que es claro 
que no se están acatando sus fallos en el término pre-
visto en sus decisiones, en perjuicio, claro está, del so-
licitante de la protección constitucional.

Respecto de la obligatoriedad de acatar los fallos de 
tutela, así como de los poderes del Juez, para hacerlos 
cumplir y las responsabilidades derivadas de su incum-
plimiento, la misma sentencia, la cual he traído a co-
lación, y previa reiteración de jurisprudencia, expuso:

-

-

ículo 
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ículo 
°

-

-

-

-
-

-
-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-
-
-

-

-
-

-
-

-

-

-

-

-

-
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-
-

-

-

-

-

-
-

-

-

-
-

-

-
-

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-

-
-
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-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-
-
-

-

-
-

-

-

-

-
-

-

-
-

-
-

A partir de lo dicho por la Honorable Corte Consti-
tucional, en su jurisprudencia de antaño, recogida en la 
sentencia C-367 de 2014, haciendo alusión a su vez, a 
lo normado en los artículos 52 y 53 del Decreto número 
2591 de 1991, es claro que la persona que incumpla el 
fallo de tutela podrá incurrir en el delito de fraude a 
resolución judicial, razón por la cual, y como conse-
cuencia del incumplimiento predicado a los fallos de 
tutela respecto del derecho fundamental a la salud, es 
que se hace necesario agravar el tipo penal, en caso de 
incumplirse la orden proferida por el Juez de Tutela, en 
el término previsto en la providencia.

Al respecto se hace necesario referirnos al delito de 
Fraude a resolución judicial, el cual se encuentra con-
sagrado en el artículo 454 de la Ley 599 de 2000, modi-

-
cado a su vez por el artículo 47 de la Ley 1453 de 2011. 

 “El que por cualquier medio se 

De la revisión del punible de fraude a resolución ju-
dicial se tiene que la pena consagrada no se compadece 
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de la responsabilidad que conlleva el incumplimiento 
de una orden judicial como es el que se puede predicar 
del incumplimiento de un fallo de tutela, en el cual se 
protege el derecho fundamental a la salud, nótese que 
por el monto de la pena, es de los delitos que en prin-
cipio gozan del llamado “subrogado penal”, previsto 
en las disposiciones penales colombianas, esto es, que 
sería un delito de los denominados “excarcelables” si 
bien lo pretendido es el cumplimiento efectivo de la 
orden judicial, sí se hace necesario crear un mecanismo 

de las decisiones judiciales, en especial al tratarse del 
derecho que ha denominado la Corte Constitucional 
como el derecho fundamental de salud, ya que el des-
conocimiento por parte de la persona encargada de dar 
cumplimiento a la providencia judicial puede conllevar 
a la vulneración de otro tipo de derechos fundamenta-
les, como el de la vida. 

Lo anterior es una realidad en un país como el nues-
-

ciente de los servicios de salud a la población, bien 
sea del régimen contributivo o subsidiado, nótese que 
como quedó plasmado, tal vulneración no se da para un 
grupo determinado de la población, o para uno de los 
regímenes existentes, sino que la vulneración es a tal 
punto que se están negando hasta servicios esenciales 
consagrados en el Plan Obligatorio de Salud.

El Gobierno y el Legislativo han hecho esfuerzos 

pero vemos que han sido infructuosos, resultados que 

tutela, de la población que busca que por intermedio de 
esta vía expedita se le proteja su derecho, para así ob-
tener el servicio solicitado, ya que en caso de no acudir 

sistema de seguridad social en salud será nula.

Es por esto que se busca crear un mecanismo de 
coacción para el cumplimiento de las decisiones ema-
nadas por un Juez de la República, si bien es cierto, 
sería ideal el cumplimiento, sin ni siquiera acudir a la 
vía judicial, es una realidad que debemos afrontar, y en 
aras de buscar el cumplimiento en el término indicado 
por el juzgador, se hace necesario agravar la conducta, 
en caso de que no se diera cumplimiento a lo ordena-
do en el término previsto, independientemente que se 
cumpla con posterioridad el fallo, ya que lo pretendido 
con este acto legislativo es no hacerle más engorrosa la 
situación al afectado, ya que fuera de su padecimiento, 
tenerse que someter a un trámite judicial tortuoso, que 
lamentablemente en la actualidad no termina con la de-
cisión del Juez al proferir su fallo, sino que en la mayo-
ría de los casos tiene que acudirse a trámite posteriores, 

-
dose así en una burla la decisión judicial, proferida en 
virtud de un Estado social de derecho. Aunado a lo an-
terior, es necesario replicar que en caso de que se inves-
tigue la conducta del omiso o renuente a cumplir la de-
cisión judicial en el caso contemplado, tenga una pena 
ejemplarizante, que coaccione su cumplimiento, por lo 

someterse a una sanción penal ejemplarizante. 

Corolario, se hace necesario precisar que no basta 
con dar cumplimiento a la orden judicial, sino que el 
mismo debe hacerse en el término indicado por el Juez 
en su fallo de tutela, ya que, de lo contrario, incurrirá en 
el tipo penal de fraude a resolución judicial, aunado a 
la circunstancia de agravación punitiva. La razón de ser 
es, como lo ha expresado la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, no basta con una decisión en donde se 
proteja un derecho, sino que debe ir más allá, esto es, 
la protección efectiva de este, ya que de lo contrario, 
además de la vulneración del derecho invocado, para el 
caso que nos ocupa el derecho a la salud, se estaría vul-
nerando el derecho a la administración de justicia, por 
lo que además se busca la protección de los derechos de 
los miembros de la sociedad.

-
cia de la Corte Constitucional, en Sentencia C-806 de 
2002, sostuvo:

-

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-

-
-
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-
-

-

-

-

-

ó
-

-
-

-

-

-

-

-

-

fraude a resolución judicial se compadece con los li-
neamientos plasmados por la Corporación respecto de 
la necesidad de la pena en el delito que nos ocupa, ya 
que, como se ha dicho, se busca evitar la comisión de 
la conducta punible, así se garantiza el pleno goce y 
ejercicio de los derechos de los administrados y así el 
Estado garantice la protección de los derechos objeto 
de tutela jurídica.

Ahora, respecto de la facultad punitiva del Esta-
do, la Corte Constitucional considera que el legislador 

-
dere nocivas, así como señalar las sanciones a que hu-
biera lugar con la comisión de la conducta. Al respecto 
señaló en la sentencia C-806 de 2002: 

-

-

-
-

-

-

-

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
dejo plasmada la reforma al artículo 454 del Código 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 21 de julio de 2015 ha sido presentado en 
este Despacho el Proyecto de ley número 006 con su 
correspondiente exposición de motivos, por los hono-
rables Representantes y Alirio 

.

El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 003 DE 2015 
CÁMARA

 

Bogotá,

Señor:

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO

Secretario General

Cámara de Representantes

Referencia: Proyecto de ley 003 de 2015 Cámara, 

.

Respetado señor:

De conformidad con lo contemplado en el artículo 
150 de la Constitución Política, y en los artículos 139 y 
140 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos radicar ante 
el Congreso de la República el presente proyecto de 
ley, mediante el cual se pretende garantizar a los tra-
bajadores y trabajadoras domésticas, el acceso en con-
diciones de universalidad al derecho de prestación de 
pago de prima de servicios, en los términos y bajo las 
razones que se dejarán anotadas a continuación:

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

UNIVERSALIZACIÓN DE LA PRIMA DE 
SERVICIOS PARA LAS PERSONAS QUE PRES-
TAN SERVICIOS DOMÉSTICOS: -

-

-
-

-

Desde la entrada en vigencia del Decreto-ley 2663 
del 5 de agosto de 1950 –Código Sustantivo del Traba-
jo– el cual ha venido regulando las relaciones laborales 
en Colombia desde entonces, se ha cometido un evi-
dente trato desigual entre dos grupos de trabajadores 
a saber: i) Los trabajadores que prestan sus servicios 
personales a las empresas; y ii) los trabajadores que 
prestan sus servicios a los hogares de familia. Esta seg-
mentación de dos grupos laborales tiene su origen en 
la redacción del artículo 306 del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual atañe a la prima de servicios, la cual 
señala que: 

   Toda empresa 

1 (Negrilla y subrayado fuera de texto). 

En efecto, la redacción legislativa de este artículo 
únicamente estableció como derecho de los trabajado-
res vinculados a las empresas, el percibir la prima de 
servicios, dejando sin este derecho laboral a los deno-
minados trabajadores del servicio doméstico; en su mo-
mento las razones que sustentaron tamaña desigualdad 
se centraron en aducir que la prima de servicios tenía 
como propósito dar participación de las utilidades obte-
nidas por las empresas2, lo cual no se podía reputar del 
hogar o de la familia, por cuanto dichas instituciones 
sociales no realizaban actividades que generaran utili-
dades para repartir3. Este criterio se mantuvo vigente 
–como – hasta la reciente expedición de la 
Sentencia C-871 de 2014, mediante la cual, la Corte 
Constitucional procedió a analizar la situación de des-

presentan los trabajadores y trabajadoras del servicio 
doméstico, los cuales se encuentran privados del dere-
cho a la prima de servicios. En la sentencia precitada 

remunerado así: 

1  Cfr. Artículo 306 del Decreto-ley 2663 del 5 de agosto 
de 1950 –Código Sustantivo del Trabajo– No se inclu-
yeron los apartes declarados inexequibles por la Corte 
Constitucional en las Sentencias C-042 de 2003, C-034 
de 2003, C-100 de 2005 y C-825 de 2006. 

2  El numeral 2 del artículo 306 del Código Sustantivo 
del Trabajo señala que prima de servicios remplaza la 

legislación anterior. Esto correspondía a la distribución 
económica de superávit empresarial, que debía realizar 
los entonces denominados “patronos” a sus empleados 
por la plusvalía generada por la actividad de los trabaja-
dores. 

3  La Corte Constitucional en la Sentencia C-051 de 1995, 
con ponencia del Magistrado Jorge Arango Mejía, señaló 
que: “

-
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-

-
-

deja asentadas como de la Sentencia 
C-871 de 2014, una serie de premisas de capital impor-
tancia para la discusión que convoca el presente pro-
yecto de ley, las cuales nos permitimos desarrollar a 
continuación: 

Las personas que prestan el servicio doméstico de-
ben gozar de los mismos derechos que los demás tra-
bajadores, por lo tanto le son aplicables los principios 
mínimos fundamentales consagrados en la Constitu-
ción Política: Condiciones dignas y justas (artículo 25 
C. P.); principios laborales fundamentales de remune-
ración adecuada, mínima y móvil; irrenunciabilidad 
de los derechos mínimos consagrados en las normas 
laborales, aplicación del principio de favorabilidad, de 
las fuentes del derecho laboral y del principio de prima-
cía de la realidad sobre las formas (artículo 53 C. P.). 

constitucional que preside las relaciones de los traba-
jadores domésticos ha venido siendo conculcado por 
cuanto este sector laboral ha sido sometido a desigual-
dad y discriminación social la cual se encuentra asocia-
da a causas y prejuicios históricos en torno al servicio 
doméstico, sea este remunerado o no; problema que 
presenta mayor gravedad en cuanto el trabajo domésti-
co remunerado, es prestado en su mayoría por mujeres, 
grupo el cual ha sido históricamente discriminado por 
razones de género. 

Este problema, señalado por el tribunal constitu-
cional, ha determinado la infravaloración con la que se 
miran los trabajos domésticos, que no han permitido 
reconocer adecuadamente el valor que dicho trabajo re-
presenta en la sociedad. Al respecto la guardiana Cons-
titucional señaló:

 “

-
-

en el contexto del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos se 
hace énfasis en el valor que tiene el servicio domésti-
co para la generación de ingresos de los miembros del 
hogar, quienes pueden salir en busca de oportunida-
des productivas, dejando en manos de otra personas 
el cuidado del hogar, así como su valor social, en la 
medida en que el trabajo doméstico guarda estrechas 

4  Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 
María Victoria Calle Correa. 

relaciones con la economía de cuidado, y por lo tanto 
con la atención a los miembros más vulnerables de 
las familias.  (Negrillas y subrayado fuera de texto) 

Ciertamente, la Corte Constitucional ha acertado en 
enfatizar que el trabajo doméstico sí contiene un valor 
que a la postre permite la generación de ingresos, ra-
zón que también ha sido reconocida por el Estado co-
lombiano a través del bloque de Constitucionalidad6; 

189 de la OIT “Sobre el trabajo decente para las tra-
bajadoras y los trabajadores domésticos” adoptado en 
Ginebra, Confederación Suiza, en la 100ª reunión de la 
Conferencia Internacional del Trabajo realizada el 16 
de junio de 2011, dicho convenio reposa en la Ley 1595 
de 2012 y entre sus consideraciones fundamentales se 
señala que: 

“

-

-

-
-

-
-

Así mismo, tanto la Corte Constitucional como la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), no solo 
han reconocido el aporte que presta a la economía mun-
dial el trabajo doméstico, al permitir que otros traba-
jadores puedan salir a aumentar sus posibilidades de 
ingresos familiares sin preocuparse de las tareas do-
mésticas, sino que también han destacado el impacto 
que tiene dicho trabajo frente a la denominada econo-
mía del cuidado, que tiene una directa relación con la 
protección de personas, generalmente vulnerables o su-
jetos de especial protección constitucional (Niños, per-
sonas en situación de discapacidad, personas de tercera 
edad, etc.), lo cual impacta de forma muy relevante a 
la sociedad. 

5  Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 
María Victoria Calle Correa.

6  En punto al Convenio número 189 de la OIT sobre el 
trabajo decente de las trabajadoras y los trabajadores do-
mésticos, es importante recordar que como lo preceptúa 
el artículo 93 de la Constitución Política, los tratados y 
convenios internacionales sobre Derechos Humanos ra-

son parámetro de interpretación de los derechos y debe-
res contenidos en todo el ordenamiento jurídico interno. 

7  Convenio número 189 de la OIT sobre el trabajo de-
cente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos 
Adopción: Ginebra, 100ª reunión CIT (16 junio 2011), 
aprobado por el Congreso mediante la Ley 1595 de 2012.
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Colombia, ha entendido la importancia que tiene la 
denominada economía del cuidado, y ha expedido la 

-
lidad social, sino de incluir en el Sistema de Cuentas 
Nacional la economía del cuidado, con el objeto de me-
dir la contribución de la mujer en el desarrollo social y 
económico del país y así poder formular la política pú-
blica en ese campo. Como resultado de esta ley el De-
partamento Nacional de Estadística realizó la “Encues-
ta Nacional del Uso del Tiempo” que dio como resulta-
do que la economía del cuidado aporta en Colombia en 
promedio: un 20% del PIB8, lo que equivale en plata 
blanca a ciento veinte mil (120.000) millones de pesos, 
cifra que se asemeja a la presentada por la CEPAL9 
que señala que en América Latina la economía del cui-
dado equivale entre el 25% y el 30% del PIB. 

no es una actividad que produce utilidades, resulta no 
ser una premisa consistente para defender una discri-
minación hacia los trabajadores de este sector econó-
mico. Razón por la cual, es necesario que el Congreso 
de la República en ejercicio de la cláusula general de 
competencias legislativas, proceda a corregir este ye-
rro histórico que se ha cometido contras las personas 
que se desempeñan en trabajo doméstico remunerado, 
equiparando los derechos de estos trabajadores y erra-
dicando la última barrera de discriminación legal que 
hoy queda vigente contra los trabajadores del servicio 
doméstico10 -
boral develado por la Sentencia C-871 de 2014 y dar 
cumplimiento a las compromisos internacionales sus-

-
jeto de este proyecto de ley.

en las páginas precedentes, la Corte Constitucional de-
terminó de forma categórica que: 

-
debe concluirse que 

la distinción entre trabajadores del servicio domésti-
co y otros trabajadores para el pago de la prima es 
abiertamente irrazonable, por lo tanto, violatorio del 
principio de igualdad Negrilla y subrayado fuera 
de texto. 

8  Cfr. Encuesta Nacional de Uso del Tiempo ENUT 2012-
2013 realizada por el DANE: http://formularios.dane.
gov.co/Anda_4_1/index.php/catalog/214/export 

9  La Comisión Económica para América Latina y el Cari-
be (Cepal) presentó en la 46ª reunión de la Mesa Direc-
tiva de la Conferencia Regional de la Mujer esta cifra 
sobre la economía del cuidado en América Latina. 

10  Es importante recordar que la Corte Constitucional en 
diversos pronunciamientos ha derribado otras barreras 
legislativas que perpetraban un trato discriminatorio con-
tra los trabajadores de servicios domésticos, por ejemplo 
en la Sentencia C-051 de 1995 la Corte Constitucional 
con ponencia Jorge Arango Mejía, equiparó las cesantías 
a que tenían derecho los trabajadores domésticos con las 
percibidas por los demás trabajadores. Así mismo me-
diante la Sentencia C-310 de 2007 la Corte equiparó la 
base de liquidación de las cesantías de los trabajadores 
domésticos, con la fórmula de los demás trabajadores. 

11  Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 
María Victoria Calle Correa.

Así las cosas, es nuestro deber como Congresistas 
garantizar el principio de igualdad material consagrado 
en el inciso segundo del artículo 13 de la Constitución 
Política de 1991 y dar la respuesta constitucional ade-
cuada que el pueblo exige y que la Corte Constitucio-
nal ha exhortado mediante la sentencia citada. 

II. Articulado del proyecto

PROYECTO DE LEY NÚMERO 003 DE 2015 
CÁMARA

-

El Congreso

DECRETA:

Artículo 1º. La presente ley tiene como ob-
jeto garantizar y reconocer el acceso en condiciones 
de universalidad, igualdad y progresividad el derecho 
prestacional de pago de prima de servicios para las tra-
bajadoras y los trabajadores domésticos. 

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 306 del Decre-
to-ley 2663 del 5 de agosto de 1950 –Código Sustanti-
vo del Trabajo– el cual quedará así:

Artículo 306. Todo empleador 
está obligado al pagar a cada uno de sus trabajadores, 
como prestación especial, una prima de servicios que 
corresponde a un mes de salario dividido en dos pagos 
por año, en la siguiente forma: una quincena el último 
día de junio y otra quincena en los primeros veinte días 
de diciembre, a quienes hubieren trabajado o trabaja-
ren todo el respectivo semestre o proporcionalmente al 
tiempo trabajado. 

Artículo 4º. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las nor-
mas que le sean contrarias. 

Cordialmente,
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de julio de 2015 ha sido presentado en 
este Despacho el Proyecto de ley número 003 con su 
correspondiente exposición de motivos, por los hono-
rables Representantes  
honorable Senador  y otros honorables 
Representantes.

El Secretario General,
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